TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO                        66001-31-03-002-2006-00171-01
[image: image1.wmf] 

     

           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO                        66001-31-03-002-2006-00171-01
[image: image2.wmf] 

     

           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

 SALA CIVIL – FAMILIA

Pereira, siete de julio de dos mil nueve
Acta No 299.

Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Referencia: Expediente 66001-31-03-002-2006-00171-01


Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de fecha 1 de julio de 2008, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual seguido por José Hernán Ramírez Londoño contra Hugo Fernando Franco Restrepo, Transportes Terrestres del Risaralda Ltda. y Jaramillo Sierra S. en C.S.

I. ANTECEDENTES


1. En el libelo con que se dio inicio al proceso en mención, solicitó el actor se declare que los demandados son solidariamente responsables de los perjuicios materiales y morales ocasionados en el accidente de tránsito ocurrido el día 1 de febrero de 2006 en la vía que conduce de La Virginia a Apía; y se les condene a pagar las sumas de $20.967.0000 por daño emergente y por perjuicios morales subjetivos el valor de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de proferir sentencia.


2. Los hechos que sustentan sus pretensiones en síntesis exponen que en la fecha antes aludida, el señor Ramírez Londoño conducía su vehículo campero por la carretera antes citada, cuando en el kilómetro 13 fue impactado por el automotor tipo camión conducido por el señor Franco Restrepo, de propiedad de la Sociedad Jaramillo Sierra S. en C. S y vinculado a la Empresa Transportes Terrestres del Risaralda Ltda. Alega que dicha colisión sucedió por falta de cuidado y pericia del demandado al invadir en la curva el carril contrario sin percatarse de la presencia del otro automotor, con lo que le ocasionó graves daños a su patrimonio, los que no pudieron conciliarse en el trámite previsto en la ley 640 de 2001 por la inasistencia de la contraparte. 


3. Los demandados Franco Restrepo y la Sociedad Jaramillo Sierra S. en C.S. contestaron oportunamente la demanda para oponerse a todas las pretensiones. Admiten el suceso presentado entre las partes por motivo del choque vehicular, en el que ambos conductores sufrieron perjuicios y que según la Resolución No. 001 de la Inspección Municipal de Policía y Tránsito de Santuario Risaralda, se sancionó al demandante y se exoneró de responsabilidad al chofer demandado, con apoyo en la declaración del actor ante el Inspector según la cual:“no tuvimos cuidado ni el ni yo en la plena curva”. Afirman que en ningún momento se violó el deber objetivo de cuidado ya que el camión al desplazarse en ascenso, cargado con productos de consumo, no podía desplazarse a alta velocidad. Por tanto, el accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima. Alegaron como excepciones las que llamaron de “ausencia de responsabilidad”, e “inexistencia de solidaridad” por parte de Transportes Terrestres Ltda., sociedad que replicó en forma extemporánea. 
LA SENTENCIA DEL JUZGADO

Tras reseñar que son tres los elementos constitutivos de la responsabilidad extracontractual: un hecho dañino generador de un perjuicio, la culpa del agente señalado como su realizador y la relación o nexo de causalidad entre los precedentes elementos, el a-quo destaca que los demandados tienen legitimación pasiva para intervenir en el proceso como conductor, propietario y empresa afiliadora del vehículo al que se adjudica la causa del percance. 
Con apoyo en las pruebas que obran en el proceso llegó  a la conclusión que hubo concurrencia de culpas como elemento trascendental y determinante de la colisión ocurrida entre los automotores involucrados, de manera que puede colegirse que el hecho generador del daño ocurrió como consecuencia de actividades peligrosas desarrolladas por ambos choferes, y como los dos fueron infractores de disposiciones de tránsito se neutralizan sus propias culpas para que cada uno de ellos, asuma la reparación de sus perjuicios.

Finaliza declarando no probada la excepción de inexistencia de solidaridad de la empresa Transportes Terrestres del Risaralda Ltda., parcialmente próspera la de ausencia de responsabilidad propuesta por los otros demandados y ante la concurrencia de culpas deniega las súplicas de la demanda, condenando al demandante a pagar las costas del proceso en un 50%.




EL RECURSO DE APELACIÓN


La sustentación presentada estriba en que no existe coherencia en la decisión con las pruebas allegadas al proceso, que el despacho no puede partir de hechos y declaraciones que se pusieron en duda como fue la diligencia surtida en la secretaría de tránsito de Santuario, situación diferente al recaudo probatorio y a las conclusiones del perito, la cual señaló como causa efectiva del accidente la invasión del carril por parte del demandado. Tras citar normas de tránsito y apartes jurisprudenciales solicita se revoque la decisión, se declare la responsabilidad de los demandados y se abra paso la prosperidad de las pretensiones. 


CONSIDERACIONES


Los presupuestos del proceso concurren cabalmente. La legitimación de las partes tanto activa como pasiva se encuentra legalmente acreditada.


El asunto puesto a consideración de la Sala se relaciona con la responsabilidad civil extracontractual atribuida a los demandados por los daños causados al actor en el accidente de tránsito en que se vieron involucrados los vehículos campero de placas CFR-442 y camión de placas WHH-058 que como se refirió en el resumen colisionaron cuando transitaban por la carretera entre La Virginia y Apía, es decir, cuando ambos ejercían actividades peligrosas, lo que primeramente conduce a examinar los pormenores del litigio desde la perspectiva del artículo 2356 del Código Civil que como se sabe consagra una presunción a favor de la víctima cuya condición emerja del ejercicio de actividad de tal índole, lo que la pone al margen de demostrar la existencia de culpa en el suceso, ya que le es suficiente probar el daño y la relación de causalidad que lo encadene con el perjuicio, para obtener la reparación procurada. Entretanto, la defensa del demandado que pretenda la exculpación de los cargos, ha de concretarse en la destrucción de ese nexo causal mediante la demostración de causa extraña, o sea, fuerza mayor, caso fortuito o el hecho exclusivo de la víctima o de un tercero. 
     No obstante, cuando demandante y demandado concurren en las actividades peligrosas en las cuales se suscitó el daño, las respectivas presunciones de culpa que gravitan sobre las partes pueden verse neutralizadas mutuamente llevando las cosas a su punto inicial, es decir, que el demandante se vea determinado a demostrar la culpa del demandado. Respecto de lo cual ha dicho la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia:

     “Varias son las soluciones que la doctrina propone para solucionar el enfrentamiento de las presunciones de culpa, pero el problema prácticamente desaparece cuando sólo una de las partes reclama daño, demostrando culpa exclusiva del demandado. Esa prueba de culpa hace desaparecer el interés de las presunciones en juego. Así lo entendió... la Corte, cuando en fallo de 25 de febrero de 1987, dictado dentro del proceso ordinario de Lisandro Sánchez contra Darío Maya Botero, dijo: “Como ambos automotores se hallaban transitando, ambas partes están bajo la presunción de culpa que determina el ejercicio de actividades peligrosas frente al daño causado. Siendo esto así, se hallan demandante y demandado en idénticas condiciones, es decir, ambas fueron causa por culpa del daño sufrido mientras no se demuestre otra cosa. Dicho de otra manera, se vuelve a la situación inicial o sea, que quien pretende indemnización debe demostrar los cuatro elementos dichos, incluyendo el subjetivo o culpa”
.

     Mas también se ha considerado por la jurisprudencia que este concepto no puede desarrollarse sobre bases absolutas y maquinales, sino que es menester que para arribar al anonadamiento de las presunciones se realice por el juzgador una cuidadosa evaluación probatoria pues de otra forma, “…puede llegar a constituirse en fuente de graves iniquidades, socavando de ese modo los cimientos cardinales de la responsabilidad civil extracontractual; por supuesto que cuando un daño se produce por la concurrencia de sendas actividades peligrosas (la de la víctima y la del agente), en lugar de colegir maquinalmente la aniquilación de la presunción de culpa que favorece al damnificado, el juez deberá establecer si realmente a ella hay lugar en ese caso concreto, juicio para cuya elaboración deberá tomar en consideración la peligrosidad de ambas, la incidencia de cada una en el percance o la virtualidad dañina de la una frente a la otra. Pero exactamente, la aniquilación de la presunción de culpas por concurrencia de actividades peligrosas en la generación de un daño, presupone que el juez advierta, previamente, que en las específicas circunstancias en las que se produjo el accidente, existía cierta equivalencia en la potencialidad dañina de ambas, pues de no darse esa correspondencia, gravitará siempre en favor de la víctima la presunción de que el demandado fue el responsable del perjuicio cuya reparación demanda.”
 

     Siguiéndose tales directrices frente a este pleito, bien puede deducirse que se está ante un suceso en que vistas las circunstancias que surgen de las pruebas obtenidas, se operó una convergencia de actividades peligrosas en las que puede advertirse una acentuada correspondencia que hacía que las probabilidades de causar daños examinadas en su contexto de ocurrencia, fueran similares. Al respecto se tiene que el camión seguía una trayectoria de ascenso, iba cargado, la carretera era estrecha y el choque se presentó en una curva, la misma que puede apreciarse en las fotografías adjuntas, unas aportadas con la contestación y otras acompañadas al peritaje. Mientras, el vehículo del demandante, a pesar de ser de tonelaje inferior ya que se trata de un campero, iba descendiendo a una velocidad que no permitió adoptar medidas de control en el momento de que se presentó el encuentro en el recodo. Es cierto que tal como se desprende del croquis aportado el camión invadió parte del carril contrario, pero este hecho ha de concatenarse con el de lo angosto de la calzada y las maniobras que debían realizarse para superar la curva habida cuenta del tamaño de la máquina. En la misma inspección judicial se dejó constancia de las dificultades que el desplazamiento de vehículos de ese tipo presentan en el lugar en que ella se llevó a cabo.  
     Desde luego que estas conclusiones son las que se desprenden del croquis y del peritaje que no sufrió objeción, el mismo en el que se hace mención de varios hechos que aquí han de recalcarse: A) La inercia desarrollada por el campero era superior, lo que aunado a la diferencia de masas entre los vehículos
, explica los daños que sufrió, por el contrario, los del camión fueron mínimos. B) Dadas las características de la vía en que hay combinación de curvas, es “muy probable” que el automotor que descendía desplegara una velocidad inconveniente. C) El camión no tuvo desplazamiento apreciable luego del choque ni sufrió deformaciones. 
     Así que se está ante un suceso en el que es posible concluir en la hipótesis de que las actividades peligrosas tenían un considerable grado de equiparamiento, lo que hace arribar al punto de la neutralización de las culpas, y de que, entonces, como se decía en principio, competa al demandante acreditar la culpa del accionado de conformidad con las previsiones del artículo 2341 del Código Civil. Y en este campo, el de la carga probatoria, es inevitable deducir que el actor ha fracasado, porque de las pruebas recaudadas no puede desprenderse nada en ese sentido. Y para concluirlo, basta mencionar dos cosas. La primera que el propio demandante manifestó ante las autoridades de tránsito que ni él ni el chofer del camión tuvieron precauciones al llegar a la curva en que se presentó el accidente. Y la segunda, que no compareció a absolver el interrogatorio de parte para el que fue citado, lo que hace que se presuman como ciertos los hechos de la contestación que lo responsabilizaron de lo acontecido, según la previsión del artículo 210 del Código de Procedimiento Civil. Diríase que el demandado tampoco compareció a la diligencia del mismo tipo, pero lo que marca la diferencia entre la contumacia de uno y la del otro, es el que al primero incumbía la carga probatoria y al segundo, no.  
     Deviene de todo lo expuesto, que no se equivocó el juez de primera instancia al proferir la sentencia apelada, anotándose que la tesis que a la postre acogió y que en este revisión se respalda, no fue objeto de ataque certero por el impugnante que más se preocupó por aludir a generalidades de los accidentes de tráfico que a las particularidades que presentaba el sub-lite. Las costas serán a cargo del recurrente.     
     A mérito de lo dicho, esta Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia apelada, la misma que dictó el Juzgado Segundo Civil del Circuito, en este proceso ordinario de José Hernán Ramírez Londoño contra Hugo Fernando Franco Restrepo, Jaramillo Sierra S. en C.S.y Transportes Terrestres de Risaralda Ltda. Las costas las pagará el apelante  
Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno

� Sentencia de 12 de abril de 1991. 


� Sentencia de 5 de mayo de 1999. 


� La masa del camión se estimó en 12.000 Kg y la del campero en 1.000 Kg. Folio 41 C N° 3.
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